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Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas.

Octavo período de sesiones

Cuestionario dirigido a los Gobiernos
RESPUESTA DEL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE ECUADOR

Nueva York, 18 a 29 de mayo de 2009
1. Contexto previo al Gobierno del Presidente Constitucional Rafael Correa Delgado:
i. Según el Consejo de los Pueblos y Nacionalidades del Ecuador - CODENPE, en el país habitan 14 nacionalidades y 19 pueblos originarios. Esta condición confiere al Estado un carácter especial que ha sido debatido con un profundo protagonismo del movimiento indígena ecuatoriano desde el año 1984, luego de la consolidación de la reforma agraria en la sierra.
ii. El Sistema de Indicadores de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador - SIDENPE establece en el 2002 que el país se encuentra habitado en la región amazónica por las nacionalidades: Achuar, A'I Cofán, Waorani, Kichwa de la amazonía, Secoya, Shiwiar, Shuar, Siona, Andoa y Tzápara; en la región costa por las nacionalidades: Awá, Chachi, Epera y Tsa’chila y los pueblos Manta y Wancavilca; y en la región sierra por la nacionalidad Kichwa. Los pueblos de habla kichwa serían: Panzaleo, Salasaca, Saraguro, Kitu Kara, karanki, Natabuela, Chibuleo, Waranka, kichwa del Tungurahua, Kañari, Puruhá, Otavalo, Quisapincha, Kayambi, Tomabela, Pasto y Paltas.
iii. Para principios de los años 90´s, las nacionalidades originarias de la amazonía ecuatoriana levantan una agenda programática vinculada a tres grandes ejes: tierra y territorios, autodeterminación y cosmovisión.

iv. Luego de otorgarse la propiedad colectiva sobre los territorios de las naciones amazónicas en 1992, la constituyente de 1998 consagra los derechos colectivos bajo la matriz del Convenio 169 de la OIT y establece la vigencia en el ordenamiento jurídico ecuatoriano de los tratados internacionales en la materia.
v. A pesar de dicho reconocimiento y de los avances sustantivos en materia legislativa y constitucional, las brechas de inequidad persisten para pueblos y nacionalidades y la corriente principal del desarrollo se instala sobre la cosmovisión de pueblos y nacionalidades creando serias limitaciones para el fomento y protección de sus derechos. Discusión abordada en el Informe del Quinto Periodo de Sesiones. Numeral 4.
vi. No existe información más actualizada que la constante en el Censo de Población y Vivienda 2001 y en la Primera Encuesta a las Comunidades de las Nacionalidades y Pueblos sistematizada por el SIDENPE. Sin embargo este esfuerzo por conocer, nacionalidad por nacionalidad y pueblo por pueblo, su situación y condición con indicadores estándar del desarrollo marca un hito en el manejo de información del Estado.
vii. El CODENPE preside la Comisión Nacional de Estadísticas para pueblos indígenas y afroecuatorianos integrada por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Fondo de Población de las Naciones Unidas, UNFPA y el Consejo de Desarrollo Afroecuatoriano, en alianza estratégica con más de 15 instituciones que generan en sus acciones información sobre población y que no ha sido desagregada para pueblos indígenas.
viii. Con el fin de visibilizar la situación específica de los pueblos y nacionalidades así como de las poblaciones afroecuatorianas, el Gobierno ecuatoriano a través del Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural y del CODENPE con el apoyo del Sistema de Naciones Unidas, elaboró el Informe de Objetivos del Milenio de estas poblaciones, el mismo que es un insumo para la adopción de políticas públicas orientadas a cerrar las brechas de discriminación y exclusión.

ix. Tal como lo muestran las cifras del SIDENPE (2002) y el Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas en el Ecuador (2006), la situación y condición de las personas y comunidades pertenecientes a pueblos y nacionalidades se desenvuelve en condiciones difíciles:
· La pobreza medida como necesidades básicas insatisfechas afecta al 89.90% de la población indígena (20 puntos por arriba del promedio nacional que es el del 61.3%) de la cual, el 69.84% padecen de extrema pobreza (aproximadamente 40 puntos por encima del promedio nacional que es del 31.9%); es decir, dramáticamente, la población indígena es la más pobre entre los pobres encontrándose diferencias de dos puntos en la relación hombres mujeres.

· Mientras que el país reporta un 10.3% de mujeres analfabetas y un 7.7% de hombres analfabetos, en el caso de pueblos y nacionalidades indígenas es del 29.78% encontrándose diferencias de cinco puntos entre mujeres y hombres. De las 732.083 personas analfabetas en el Ecuador 492.925 son indígenas, es decir, un 67.3%. El analfabetismo funcional es más dramático: el 52.2% de las mujeres son analfabetas funcionales, cuando el promedio nacional es del 21.7% frente a un 38.8% de los hombres con un promedio nacional del 10%.

· El acceso y permanencia en la educación es mínima. Solo un 1.83% de mujeres y un 2.95% de hombres de la población mayor de 15 años han culminado el bachillerato. Entre la población mayor a 24 años un 1.2% de mujeres y un 2.19% de hombres han accedido a instrucción superior.

x. En materia de institucionalidad para la vigencia de los derechos humanos de pueblos y nacionalidades en Ecuador, se encuentran los siguientes hitos:
· La Dirección Nacional de Educación Intercultural Bilingüe – DINEIB. Creada mediante Decreto Ejecutivo Nº 203 del 09 de noviembre de 1988 y posteriormente por Ley en 1992. 

· La inclusión de los derechos colectivos de pueblos y nacionalidades en la Constitución de la República de 1998.

· La creación de la Dirección de Salud Intercultural del Ministerio de Salud Pública en 1999.
· La creación del Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador en el 2000.

· La creación del Fondo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador FODEPI en el 2000.

· La sanción de la Ley de Instituciones Indígenas en el 2007.

· La inclusión de los derechos colectivos profundizados desde la vertiente de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos indígenas en el proceso constituyente del año 2008.

· La creación constitucional de los consejos de la igualdad entre los cuáles se garantiza la institucionalidad encargada de formular, transversalizar, observar, realizar seguimiento y evaluar las políticas públicas dirigidas a la plena vigencia de los derechos humanos relacionados con la temática étnica.
2. Respuesta a las recomendaciones formuladas a los Gobiernos en el séptimo período de sesiones del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas:
i. La reforma política e institucional impulsada por el Gobierno del Presidente Constitucional de la República Rafael Correa Delgado, marca cinco hitos para los avances en materia de reconocimiento de los derechos de pueblos y nacionalidades y la institucionalidad dirigida a su fomento y protección:
· El reconocimiento constitucional de que el Estado ecuatoriano, entre otros atributos, es plurinacional.
 Este constituye un avance fundamental porque obliga al Estado ecuatoriano a vincular en las reformas política e institucional el carácter plurinacional.
· La inclusión de los derechos de pueblos y nacionalidades indígenas en la Constitución de la República bajo una noción que supera lo contenido en el Convenio 169 de la OIT.
 Reservando para el debate legislativo las cuestiones referidas al consentimiento previo, libre e informado.
· La creación de una institucionalidad al más alto nivel del Estado cuyo fin es la garantía de los derechos humanos a través de la transversalización, formulación, evaluación, seguimiento y exigibilidad, específicamente, de los derechos de pueblos y nacionalidades bajo la nomenclatura de Consejo de Igualdad Étnica. Art. 156 y ARt. 157 de la Constitución Política del Ecuador. El Consejo ampliaría su representación garantizando la participación de pueblos y nacionalidades, poblaciones afroecuatorianas y montubias en el proceso; elevando el anclaje institucional del Consejo para asegurar su incidencia política en la agenda del gobierno; otorgando funciones que coadyuven al cumplimiento de la agenda de derechos debatida por el país.
· La inclusión específica de objetivos y metas en torno a la promoción de algunos derechos de pueblos y nacionalidades en el Plan Nacional de Desarrollo, instrumento rector de la planificación del Estado. Especialmente, mediante los objetivos: Objetivo 1: Auspiciar la igualdad, la cohesión y la integración social y territorial; Objetivo 2: Mejorar las capacidades y potencialidades de la ciudadanía; Objetivo 8: Afirmar la identidad nacional y fortalecer las identidades diversas y la interculturalidad, este último a cargo del Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural.
· El fortalecimiento de la institucionalidad sectorial encargada del desarrollo de políticas sectoriales, especialmente, en educación y salud.

ii. El Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador (CODENPE) como instancia pública de diseño de políticas para pueblos indígenas ha implementado el modelo de desarrollo y fortalecimiento de las nacionalidades y pueblos del Ecuador, en especial, en la defensa de sus territorios y recursos naturales como entidad mediadora entre las políticas de gobierno y las demandas indígenas.
iii. Entre las políticas para el desarrollo económico y social de los pueblos y nacionalidades indígenas que guardan relación con el cumplimiento de los objetivos del milenio figuran:

· Promoción económica, para la erradicación de la pobreza y la generación de empleo;

· Promoción social, para el acceso a servicios básicos indispensables;

· Promoción cultural, para la promoción de la diversidad del país, la existencia de los pueblos indígenas y su aporte en la sociedad;

· Desarrollo ambiental, impulsando proyectos tendientes al uso racional y sostenible de los recursos naturales;

· Fortalecimiento de gobiernos locales en territorios indígenas, priorizando la capacitación técnica, descentralización, ejecución de programas y proyectos, y una adecuada motivación, participación, seguimiento y veeduría ciudadana desde las organizaciones sociales e indígenas.

iv. Como parte del proceso de cumplimiento del objetivo número 8 del Plan Nacional de Desarrollo, el Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural trabaja conjuntamente con la participación de 8 agencias del Sistema de Naciones Unidas lideradas por el UNFPA y la Secretaría Nacional de Planificación del Estado SENPLADES, la implementación del programa Desarrollo y Diversidad Cultural para la reducción de la pobreza y la inclusión social,  desde octubre del 2008. 
v. Este programa apoya estrategias y acciones tendientes a la consecución de los objetivos del milenio, específicamente: erradicar la pobreza extrema y el hambre (Objetivo 1), lograr la enseñanza primaria universal (Objetivo 2), promover la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer (Objetivo 3), mejorar la salud materna (Objetivo 5), garantizar sostenibilidad del medio ambiente(Objetivo 7).
vi. El Programa contribuye al cumplimiento de los objetivos 3, 4, 6, 7, 8, 9 y 10 del Plan Nacional de Desarrollo (Aumentar la Esperanza y la Calidad de Vida de la Población, Objetivo 3; Promover un medio ambiente sano y sustentable, y garantizar el acceso a agua, aire y suelo seguros, Objetivo 4; Garantizar el trabajo estable, justo y digno, Objetivo 6; Construir y fortalecer el espacio público y de encuentro común, Objetivo 7; Afirmar la identidad nacional y fortalecer las identidades diversas y la interculturalidad, Objetivo 8; Fomentar el acceso a la justicia, Objetivo 9; y, Garantizar el acceso a participación pública y política, Objetivo 10).
vii. El plazo de ejecución del programa es de tres años, y cuenta con un financiamiento no reembolsable de U.S.D. 5’500.000, proveniente del Fondo para el Logro de los Objetivos del Milenio del Gobierno Español, y deberá cumplimentarse al 2011. Entre los resultados deseados están los siguientes:
· Efecto directo 1.- Políticas Públicas: Se fortalece el ejercicio de los derechos culturales, se incrementa la participación política, se reduce la discriminación y se promueve la igualdad de oportunidades de los grupos excluidos por razones étnicas, a través del diseño, ejecución y evaluación de políticas públicas interculturales

· Efecto directo 2.- Revitalización cultural, interculturalidad y emprendimientos económicos: Poblaciones  excluidas por razones étnicas amplían sus oportunidades de desarrollo humano y de revitalización cultural a través del impulso a emprendimientos culturales y creativos

· Efecto directo 3.- Estadísticas y sistemas de información desagregados:           Se fortalece el sistema nacional y local de planificación mediante la construcción de capacidades nacionales y locales en la producción, análisis, uso, difusión de información estadística pertinente a la diversidad cultural y étnica para la toma de decisiones en políticas públicas.

viii. Se ha desarrollado el Plan Nacional para la Eliminación del Racismo y la Exclusión Étnica como producto de los esfuerzos conjuntos entre el Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural y del programa de interculturalidad (AECID/NNUU).
ix. En el ámbito de la salud el Gobierno del Ecuador desarrolla estrategias para incorporar el enfoque intercultural en  las políticas, planes, programas y proyectos institucionales, con acciones orientadas a disminuir las brechas de desigualdad observadas en la situación de salud desde una visión  más integral que incluya aspectos culturales, espirituales, religiosos y ambientales. 
x. El Estado ecuatoriano está realizando esfuerzos sustantivos para la reducción de la mortalidad materna e infantil que afecta particularmente a los pueblos indígenas. El Ministerio de Salud ha reconocido que las brechas culturales en el acceso a los servicios de salud inciden en las bajas coberturas y la calidad de los servicios. Al respecto está desarrollando modelos interculturales de salud reproductiva que muestran la viabilidad de articular positivamente la medicina occidental y la medicina indígena, así como las prácticas y conocimientos propios de la cultura indígena y la cosmovisión de las mujeres indígenas, como elementos de  mejoramiento de la calidad de los servicios. Finalmente fortalecer acciones  de prevención, promoción, rehabilitación y recuperación a partir de las sabidurías ancestrales.
· Desde el año 2008 se está implementado la “Guía de Atención del parto culturalmente adecuado”, con mujeres de pueblos y nacionalidades en edad fértil y embarazadas, éstas que son atendidas por mujeres parteras quienes han sido legitimadas para su práctica por sus propias comunidades.
· Se ha consolidado una “Red nacional  de modelos interculturales” que cuenta con experiencias concretas en varias provincias del país y con la participación de 63 profesionales y no profesionales en salud con representación gubernamental, no gubernamental y organizaciones comunitarias, para el aseguramiento de la práctica de la medicina ancestral.

· Se han sensibilizado a 2000 profesionales y no profesionales en salud del país con énfasis en 19 provincias como: Ibarra, Pichincha, Cotopaxi, Tungurahua, Bolívar, Cañar, Azuay, Loja, Zamora Chinchipe, Morona Santiago, Pastaza, Napo, Orellana, Sucumbíos, Esmeraldas, Guayas, El Oro y Santo Domingo de los Tsachilas.

· Se ha implementado el “Sistema de Información de la Fichas familiares” con desagregación étnica, un esfuerzo conjunto entre  el Proceso de Salud intercultural y la Subsecretaria de Extensión y Protección Social  del Ministerio de Salud Pública, para  generar información  desagregada  por pertinencia étnica que apoye a la gestión de los  modelos interculturales  de salud.

· Se ha iniciado el desarrollo de los conocimientos de pueblos y nacionalidades respecto de medicinas alternativas y complementarias.
· Se trabaja desde la inclusión de los pueblos y nacionalidades en estas estrategias. 

xi. En el ámbito de la educación El Ministerio de Educación en agosto de 2006 creó la Subsecretaría de Diálogo Intercultural cuyo fin es lograr una real articulación de los procesos educativos de pueblos y nacionalidades a la arquitectura institucional del sector, a los objetivos planteados en el Plan Nacional de Desarrollo y a las garantías constitucionales
.
xii. La Dirección Nacional de Educación Intercultural Bilingüe – DINEIB pasó a ser una entidad adscrita al Ministerio de Educación con el fin de fortalecer su institucionalidad y asegurar que la experiencia de la DINEIB sea aplicada a las políticas públicas sectoriales en cumplimiento de lo contenido en los Art. 344 y Art. 347 de la Constitución.

xiii. La Dirección Nacional de Educación Intercultural Bilingüe especializada en lenguas y culturas originarias, funciona como una instancia técnica, administrativa y financiera descentralizada y es la encargada del desarrollo de las lenguas y culturas indígenas del país. Tiene bajo su responsabilidad el desarrollo del proceso educativo en lenguas indígenas como primera lengua. El sistema incluye las direcciones provinciales de educación y las direcciones de educación intercultural bilingüe para las nacionalidades: Awá, Chachi, Tsa’chila y Eperas, Sierra: Kichwas Amazonía: A’i (Cofán) Siona, Secoya, Sápara, Waorani, Kichwas, Shuar, Achuar, Shiwiar y Andoas. 
xiv. El sistema de Centros Educativos Comunitarios Interculturales Bilingües –CECIBs- cuentan con 130.348 estudiantes, 2.883 establecimientos educativos; y 8.355 educadores, distribuidos en los diferentes niveles de educación  a nivel nacional.
xv. En relación al año 2006, durante el 2007 se logró un incremento presupuestario del 20%. Durante el 2008 se reconstruyeron, ampliaron y equiparon 2.102 establecimientos, con una inversión de 170’317.588 dólares.
xvi. A fin de erradicar el analfabetismo en el Ecuador con especial interés en personas que pertenecen a pueblos y nacionalidades, se diseñó el programa Dolores Cacuango en lenguas nativas. En la actualidad, el país cuenta con 27.000 educadores comunitarios que alfabetizan prioritariamente en el sector rural. Se han elaborado módulos de alfabetización y post-alfabetización, cartillas con lecturas complementarias, kits escolares, fichas de diagnóstico para ubicación de los educandos y fichas de evaluación para la promoción y acreditación de los estudios. El programa cubre 24 provincias y la totalidad de nacionalidades indígenas.
xvii. Como muestra de la sensibilidad y compromiso del Gobierno Nacional respecto de la situación de los pueblos en aislamiento voluntario en la amazonía ecuatoriana, en el año 2006 se emite el documento de consulta: POLITICA NACIONAL DE LOS PUEBLOS EN SITUACIÓN DE AISLAMIENTO VOLUNTARIO que constituyó una bitácora para los avances posteriores en el tema.
Este año la Comisión Legislativa y de Fiscalización (ex Congreso), aprobó la Ley Reformatoria al Código Penal que tipifica los delitos de genocidio y etnocidio con hasta 25 años de reclusión mayor especial a quienes incurran en estos delitos con el propósito de destruir parcial o totalmente a un pueblo o grupo étnico. También se prevén penas por daños ocasionados a miembros de los pueblos o grupos.
xviii. Luego de la emisión de medidas cautelares por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
, el Estado ecuatoriano a través del Ministerio del Ambiente desarrolla el respectivo plan de aplicación con los siguientes componentes: a. Diseño de plan de protección a la vida, salud, derechos, territorios y biodiversidad de los pueblos indígenas aislados; b. Capacitación en protección de los pueblos indígenas aislados a equipo técnico y personal de la fuerza pública; c. Capacitación con expertos internacionales; d. Establecimiento de la estación de protección y monitoreo en el río Shiripuno; e. Puesto de control en la Comunidad Western; f. Establecimiento de punto de control en el río Tiputini; g. Establecimiento de un cuarto punto de control. El plan invierte en el 2009, 762.383,31 mil dólares. 
xix. Se creó un Comité Intersectorial donde participan el Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y, el Ministerio de Ambiente del Ecuador para asegurar la institucionalidad del Plan para el Desarrollo de las Medidas Cautelares y su funcionamiento a largo plazo.
xx. En complemento con las políticas públicas del Estado ecuatoriano para la conservación de la biodiversidad de Yasuní y la protección de los pueblos en aislamiento voluntario, se implementa el Programa para la Conservación y el Desarrollo Sostenible del Patrimonio Natural y Cultural de la Reserva de Biósfera Yasuní (NNUU/MAE/AECID/MAE), con el apoyo de seis organismos de las Naciones Unidas en el Ecuador —incluido el PNUD— y financiado por el Fondo PNUD-España para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Dicho programa incluye la creación de instancias para el cumplimiento de las medidas cautelares emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos a favor de los pueblos en aislamiento voluntario.

xxi. Ha sido fortalecido el rol de investigación ampliado a las políticas públicas de la amazonía del Instituto Ecuatoriano de Ecodesarrollo para la Región  Amazónica (ECORAE). Su rol implica la generación, validación y transferencia de tecnologías apropiadas a los actores sociales amazónicos y el desarrollo de ciencia y tecnología para la conservación de la Biodiversidad.

xxii. Para mejorar la calidad de vida de pueblos y nacionalidades ancestrales se ha planteado llevar adelante dos programas que contribuirán a mejorar la accesibilidad a la salud y comunicación de las comunidades.
3. Seguimiento de las recomendaciones sobre el desarrollo económico y social, las mujeres indígenas y el segundo Decenio Internacional de los Pueblos Indígenas del Mundo:
i. La Constitución del Ecuador consagra específicamente la aplicación de todas las garantías constitucionales constantes en el Arts. 156 y 157 para las mujeres indígenas.
ii. El CONAMU, en calidad de rector de políticas públicas en favor de los derechos de las mujeres, formuló el Plan de Igualdad de Oportunidades PIO 2005-2009, declarado como Política de Estado de cumplimiento obligatorio para el sector público mediante el Registro Oficial 234 del 22 de marzo de 2006. 

iii. En el eje del Plan de Igualdad de Oportunidades “Promoción y protección de los derechos culturales, interculturales, a la educación, calidad de vida y autonomía” se incorpora el enfoque de derechos colectivos como elemento básico para promover y lograr la igualdad en la diversidad de las mujeres.  
iv. Para la formulación del PIO en el año 2004 se realizó el primer encuentro de mujeres de pueblos y nacionalidades para incluir como eje transversal y específico esta visión en las estrategias del plan y sus objetivos.

v. Con esta perspectiva, el Ecuador participó en la Octava Ronda de Negociación del Fondo Global.  En esta Ronda se realizaron gestiones para incorporar el Eje de género y derechos de las mujeres con una mirada intercultural en dicho Fondo, el cual destinará sus aportes para la prevención de VIH/SIDA.  Así también, con la finalidad de “promover y consolidar la incorporación de los enfoques de interculturalidad, género y de los derechos individuales y colectivos en el debate, diseño, formulación e implementación de las políticas públicas, estrategias y programas” se firmó un Convenio de cooperación entre el CONAMU y el Consejo para  el Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos del Ecuador. 

vi. En este marco, en noviembre de 2008, con la finalidad de recuperar saberes ancestrales y promocionar los derechos humanos de las mujeres se llevó a cabo un taller nacional de parteras indígenas, lo que permitió difundir la Ley de Maternidad Gratuita y los derechos colectivos de las mujeres.

vii. Para el desarrollo Constitucional el CONAMU emprende un trabajo interinstitucional para fortalecer el enfoque de género en temáticas de interculturalidad, plurinacionalidad, justicia indígena, promoción del buen vivir, género e identidad, participación política, presupuesto sensibles al género, política  pública mujer y familia, pobreza, desarrollo y género.
viii. Desde los años 90´s Ecuador intenta construir un Programa Nacional para Mujeres Rurales que fue denominado PADEMUR y ha estado a cargo del CONAMU. Se espera que con las nuevas claridades se retome el carácter de este proceso.
4. Dificultades que obstaculizan la aplicación de las recomendaciones del Foro Permanente:
i. El año 2009 es un año de aplicación del Régimen de Transición contenido en la Constitución de la República aprobada mediante referéndum en septiembre de 2008. Por tanto, constituyendo una prioridad del Estado ecuatoriano consolidar la institucionalidad que garantice los principios de aplicación de los derechos constantes en el Art. 11 de la Constitución así como las establecidas en los Art. 56., Art. 57., Art. 156., y Art. 157. aún se vive un periodo de cambio.
5. Factores que han facilitado la aplicación de las recomendaciones del Foro:
i. Los avances en materia constitucional e institucional es un factor estratégico que facilita la aplicación de las recomendaciones del Foro. Especialmente los principios de aplicación de los derechos constantes en el Art. 11
 referidos a la no discriminación, la igualdad, la aplicación directa y la progresividad.
6. Instituciones nacionales encargadas de la coordinación de las cuestiones indígenas:
i. Fue aprobada por el Congreso Nacional el 11 de septiembre de 2007 la Ley Orgánica de las Instituciones Públicas de los Pueblos Indígenas del Ecuador que se autodefinen como Nacionalidades de Raíces Ancestrales, publicada con el No. 86, en el Registro Oficial No. 175 de 21 de septiembre de 2007.

ii. Entre las instituciones que actualmente promueven y fomentan los derechos de pueblos y nacionalidades están:

· Consejo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador en transición hacia el consejo de igualdad étnica.
· Fondo de Desarrollo de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador.
· Secretaría de diálogo intercultural del Ministerio de Educación.
· Dirección Nacional Intercultural Bilingüe – Ministerio de Educación.
· Dirección Nacional de Salud Intercultural del Ministerio de Salud Pública.

· Secretaría Nacional de Salud de las Nacionalidades y Pueblos Indígenas del Ecuador.
· Instituto de Ecodesarrollo de la Amazonía Ecuatoriana.

· Ministerio Coordinador de Patrimonio Natural y Cultural.

· Secretaría de Pueblos, Movimientos Sociales y Participación Ciudadana.

7. Programas sistemáticos de fomento de la capacidad dirigidos a los funcionarios públicos encargados de las cuestiones relativas a los pueblos indígenas:
i. En el marco del programa cultura y diversidad para la reducción de la pobreza y la inclusión social, que ejecuta el Ministerio Coordinador de Patrimonio con el Sistema de Naciones unidas  se está trabajando en el diseño de un programa de formación de alto nivel en políticas públicas e interculturalidad, dirigido a funcionarios públicos. Este programa tendrá como una de sus especialidades el de gestión en salud intercultural, género y derechos. El diseño del programa es una iniciativa conjunta con el Instituto de Altos Estudios Nacionales, El Ministerio de Salud,  el PNUD y el UNFPA.

ii. Por otra parte, el Plan Contra la Discriminación y el Racismo contiene el énfasis de erradicar la discriminación estructural que se mantiene en las instituciones públicas. Este Plan se ejecuta también en el marco del programa cultura y diversidad para la reducción de la pobreza y la inclusión social.
8. Información sobre la promoción y aplicación por el Gobierno de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas y sugerencias sobre la forma en que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42 de la Declaración, el Foro Permanente puede entablar un diálogo constructivo con los Estados Miembros para promover el respeto y la plena aplicación de las disposiciones establecidas en la Declaración y velar por su eficacia:
i. El Sistema Intercultural Bilingüe (SEIB) es el encargado de la promoción de los derechos humanos de nacionalidades y pueblos en Ecuador cuyo fin se relaciona específicamente con el Art. 14. de la Declaración de Naciones Unidas.

ii. La Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de pueblos y nacionalidades ha sido difundida con el apoyo del grupo de trabajo interinstitucional sobre interculturalidad del Sistema de Naciones Unidas en Ecuador, a líderes de organizaciones indígenas, miembros de la Asamblea Nacional Constituyente y medios de comunicación.

iii. La presencia del relator especial para cuestiones indígenas en el seno de la Asamblea Nacional Constituyente, Sr. James Anaya Deusta, tuvo un significado importantísimo para el impulso de la Declaración y el debate de su aplicabilidad en el país.

iv. Bajo la coordinación del ACNUDH el Grupo de Trabajo Interagencial sobre interculturalidad de Naciones Unidas en Ecuador, realizó la traducción y publicación a 12 lenguas originarias de la Declaración: chaa´pala, shuar chicham, achuar chicham/shiwiar chicham, sápara atupama, wao tededo, awapit, tsafiki, bai koka / pai koka, a’ingae, sia pedee, andoa, kichwa.
� Art. 1.‐El Ecuador es un Estado constitucional, social y democrático de derechos y justicia, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa. Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible. Constitución del Ecuador. Aprobada mediante Referendum el 28 de septiembre de 2007. 


� Art. 57.‐Las comunidades, pueblos, y nacionalidades indígenas, el pueblo afroecuatoriano, el pueblo montubio y las comunas forman parte del Estado ecuatoriano, único e indivisible.


Art. 58.‐ Se reconocen y garantizarán a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y demás instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 1. Mantener, desarrollar y fortalecer libremente su identidad, sentido de pertenencia, tradiciones ancestrales y formas de organización social; 2. No ser objeto de racismo y de ninguna forma de discriminación fundada en su origen, identidad étnica o cultural; 3. El reconocimiento, reparación y resarcimiento de las colectividades afectadas por racismo, xenofobia y otras formas conexas de intolerancia y discriminación; 4. Conservar la propiedad imprescriptible de sus tierras comunitarias, que serán inalienables, inembargables e indivisibles. Estas tierras estarán exentas del pago de tasas e impuestos: 5. Mantener la posesión de las tierras y territorios ancestrales y obtener su adjudicación gratuita; 6. Participar en el uso, usufructo, administración y conservación de los recursos naturales renovables que se hallen en sus tierras; 7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar en los beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad consultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley; 8. Conservar y promover sus prácticas de manejo de la biodiversidad y de su entorno natural. El Estado establecerá y ejecutará programas, con la participación de la comunidad, para asegurar la conservación y utilización sustentable de la biodiversidad; 9. Conservar y desarrollar sus propias formas de convivencia y organización social, y de generación y ejercicio de la autoridad, en sus territorios legalmente reconocidos y tierras comunitarias de posesión ancestral; 10. Crear, desarrollar, aplicar y practicar su derecho propio o consuetudinario, que en ningún caso podrá vulnerar los derechos de las mujeres, de las niñas, niños y adolescentes; 11. No ser desplazados de sus tierras ancestrales; 12. Mantener, proteger y desarrollar los conocimientos colectivos; sus ciencias, tecnologías y saberes ancestrales; los recursos genéticos que contienen la diversidad biológica y la agrobiodiversidad; sus medicinas y prácticas de medicina tradicional; y el conocimiento de los recursos y propiedades de la fauna y la flora. Se prohíbe toda forma de apropiación sobre sus conocimientos, innovaciones y prácticas; 13. Mantener, recuperar, proteger, desarrollar y preservar su patrimonio cultural e histórico como parte indivisible del patrimonio del Ecuador. El Estado proveerá los recursos para el efecto; 14. Desarrollar, fortalecer y potenciar el sistema de educación intercultural bilingüe, con


criterios de calidad, desde la estimulación temprana hasta el nivel superior, conforme a la diversidad cultural, para el cuidado y preservación de las identidades en consonancia con sus metodologías de enseñanza y aprendizaje. Se garantizará una carrera docente digna; la administración será colectiva y participativa, con alternancia temporal y espacial, basada en veeduría comunitaria y la rendición de cuentas; 15. Construir y mantener organizaciones que los representen, en el marco del respeto al pluralismo y a la diversidad cultural, política y organizativa. El Estado reconocerá y promoverá todas sus formas de expresión y organización; 16. Recuperar, promover y proteger los lugares rituales y sagrados, plantas, animales, minerales y ecosistemas dentro de sus territorios.


17. Participar mediante sus representantes en los organismos oficiales que determine la ley, en la definición de las políticas públicas que les conciernan, así como en el diseño y decisión de sus prioridades en los planes y proyectos del Estado. 18. Ser consultados antes de la adopción de una medida legislativa que pueda afectar cualquiera de sus derechos colectivos. 19. Mantener y desarrollar los contactos, las relaciones y la cooperación con otros pueblos, en particular los que están divididos por fronteras internacionales. 20. Impulsar el uso de las vestimentas, los símbolos y los emblemas que los identifiquen. 21. La limitación de las actividades militares en sus territorios, conforme a la ley. 22. Que la dignidad y diversidad de sus culturas, tradiciones, historias y aspiraciones se reflejen en la educación pública y en los medios de comunicación; la creación de sus propios medios de comunicación social en sus idiomas y el acceso a los demás sin discriminación alguna. Los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ancestral irreductible e intangible, y en ellos estará vedada todo tipo de actividad extractiva. El Estado adoptará medidas para garantizar sus vidas, hacer respetar su autodeterminación y voluntad de permanecer en aislamiento, y precautelar la observancia de sus derechos. La violación de estos derechos constituirá delito de genocidio y etnocidio. El Estado garantizará la aplicación de estos derechos colectivos sin discriminación alguna, en condiciones de igualdad y equidad entre mujeres y hombres.





� Agenda del consejo sectorial de política del patrimonio natural y cultural. 2008. 


� Art. 344. El sistema nacional de educación comprenderá las instituciones, programas, políticas, recursos, actores del proceso educativo y acciones en los niveles de educación inicial, básica y bachillerato, y estará articulado con el sistema de educación superior. El Estado ejercerá la rectoría a través de la autoridad educativa nacional, que formulará la política nacional de educación, la regulará y controlará todas las actividades relacionadas con la educación, así como el funcionamiento de las entidades del sector.


Art. 347. 1. Fortalecer la educación pública y la coeducación; asegurar el mejoramiento permanente de la calidad, la ampliación de la cobertura, la infraestructura física y el equipamiento necesario de las instituciones educativas públicas. 2. Garantizar que los centros educativos sean espacios democráticos de ejercicio de derechos y convivencia pacífica. Los centros educativos serán espacios de detección temprana de requerimientos especiales.


3. Garantizar modalidades formales y no formales de educación. 4. Asegurar que todas las entidades educativas impartan una educación en ciudadanía, sexualidad y ambiente, desde el enfoque de derechos. 5. Garantizar el respeto del desarrollo psicoevolutivo de los niños, niñas y adolescentes,


en todo el proceso educativo. 6. Erradicar todas las formas de violencia en el sistema educativo y velar por la integridad física, psicológica y sexual de las estudiantes y los estudiantes. 7. Erradicar el analfabetismo puro, funcional y digital y apoyar los procesos de postalfabetización y educación permanente para adultos, y la superación del rezago educativo. 8. Incorporar las tecnologías de la información y comunicación en el proceso educativo y propiciar el enlace de la enseñanza con las actividades productivas o sociales. 9. Garantizar el sistema de educación intercultural bilingüe, en el cual se utilizará como lengua principal de educación la de la nacionalidad respectiva y el castellano como idioma de relación intercultural, bajo la rectoría de las políticas públicas del Estado. Y en total respeto a los derechos colectivos reconocidos en la Constitución. 10. Asegurar que de manera progresiva se incluya en los pensum de estudio la enseñanza de al menos una lengua ancestral. 11. Garantizar la participación activa de estudiantes, familias y docentes en los procesos


educativos. 12. Garantizar bajo los principios de equidad social, territorial y regional, que todas las


personas tengan acceso a la educación pública.


� Proceso de Medidas Cautelares número MC-91-06 a favor de los pueblos indígenas Tagaeri y Taromenani.


� Entre 1956 y principios de la década de los 60´s el nanicaboiri dirigido por Taga (los tagaeri) parte de la nacionalidad waorani de la amazonía ecuatoriana decide permanecer sin contacto en la selva. Desde entonces, los waorani han dado noticias, además de los Tagaeri, de gentes taromenani (de adentro) y gentes enomenani (de abajo) sin contacto que hablan un idioma similar al wao tededo y que han subido hacia el territorio originario de los waorani. Al momento no se sabe cuántos pueblos en aislamiento voluntario permanecen en la amazonía ecuatoriana. Información de la Asociación de Mujeres Waorani del Ecuador – AMWAE.


� 1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento.


2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología,


filiación política, pasado judicial, condición socio‐económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad.


3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público administrativo o judicial, de oficio o a petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su reconocimiento.


4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales.


5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezca su efectiva vigencia.


6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía.


7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que


sean necesarios para su pleno desenvolvimiento.


8. El contenido de los derechos se desarrollará a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos.


9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución. El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus servidoras y servidores públicos en el desempeño de sus cargos. El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas. El Estado será responsable por error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, por los actos que hayan producido una detención arbitraria y por las violaciones de los


principios y reglas del debido proceso. Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, si es el caso, se repetirá en contra de las servidoras y servidores públicos, administrativos o judiciales responsables.
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